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REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO

I. Introducción

E n una nueva vuelta por reformar la Constitución en 
materia electoral, la presidenta Sheinbaum y Mo-
rena presentaron una nueva iniciativa de reforma 

electoral. En esta ocasión, los cambios al sistema electo-
ral y de partidos resultan menos medulares o fuertes que 
los que se presentaron en los planes anteriores (A, B y 
C) y, sin embargo, no por ello son menos trascendentes.

Los cambios propuestos con respecto a la Cámara de 
Diputados y la de Senadores, así como la reducción de fi-
nanciamiento a los partidos y cambios en los tiempos del 
Estado son la parte central, porque inciden directamente 
en la traducción de votos en escaños (la representación 
política), en la capacidad estructural y organizativa de los 
partidos y en el Modelo de Comunicación Política electoral 
institucionalizado.

En una democracia representativa y liberal la participación 
efectiva a partir de poder votar y ser votado es básica, 
igual de importante es que la pluralidad de la socie-
dad esté representada lo mejor posible en el Congreso, 
asegurando que tanto mayorías y minorías obtengan 
los lugares que legal y legítimamente les corresponden 
(Bobbio, 1986; Sartori, 1988; Dahl, 1989). La traducción 
de votos en escaños y curules es un proceso formal, 
pero con un trasfondo sustantivo; es decir, a través de la 
representación política la ciudadanía delibera en el Poder 
Legislativo y crea leyes e impulsa políticas públicas.

Sin embargo, uno de los problemas de las democracias 
siempre ha residido en la calidad de la representación y 
su constante malestar. Si bien las aristas respecto a este 
tema son variadas (Cadena-Roa y López, 2019), me cen-
traré en la que considera a los grupos que históricamente 
han quedado fuera de la representación política descrip-
tiva y sustantiva (Pitkin, 1985). Este breve texto tiene 

como objetivo poner atención a las acciones afirmativas 
para los grupos en situación de vulnerabilidad.

II. Grupos en situación de vulnerabilidad
y acciones afirmativas

El funcionamiento de los sistemas económicos y políti-
cos sin distinción producen y reproducen relaciones de 
poder que colocan en posición de privilegio a unos frente 
a otras y otres, que derivado de la estructura social, eco-
nómica y política en la que habitan, ocupan una posi-
ción de vulnerabilidad. De ahí que, dependiendo de las 
características físicas e identitarias de cada persona (la 
clase, el género, la etnicidad, el capacitismo, la orien-
tación sexual, la condición migratoria, la edad, entre 
otros), el sistema les “premie” o “castigue” marcando las 
diferencias entre el privilegio y lo anormal (Saba, 2013; 
Bárcena, Barrera y Carrillo, 2025). En una nuez, las per-
sonas o los grupos están en una situación de vulnera-
bilidad por las condiciones del sistema político, social y 
económico en el que viven.

Aunque la diversidad (social y política) implica reconocer y 
respetar las diferencias, un objetivo de un Estado demo-
crático debe ser el lograr la igualdad y la equidad. Desde el 
derecho, existe una diferencia conceptual entre la igualdad 
“formal” y la “material” (Saba, 2013; Zavala, 2019).

La primera se entiende como aquellas acciones que gene-
ralmente emprende el Estado y sus instituciones para tratar 
a todas las personas de manera igualitaria y, en contra-
sentido, para evitar tratos privilegiados hacia ciertas per-
sonas o grupos. Por el otro lado, la vertiente sustantiva del 
principio de igualdad parte del reconocimiento de que en 
la realidad existen desigualdades estructurales e históricas 
que no permiten ejercer un trato igualitario hacia todas y 
todos (Bárcena, Barrera y Carrillo, 2025, p. 281).
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Las acciones afirmativas o medidas positivas son instru-
mentos implementados por el Estado y sus gobiernos 
para “compensar y revertir formas de discriminación 
negativa que recayeron históricamente sobre las cate-
gorías sociales vulnerables” (Segato, 2007). Deben ser 
medidas específicas, temporales y justificadas que den 
un trato “especial” a las personas que han sido afecta-
das por la exclusión y violencia estructurales, y que de 
manera clara y directa subsanen totalmente o en parte 
las problemáticas del grupo, tales como leyes, progra-
mas sociales, campañas gubernamentales (Saba, 2013; 
Zavala, 2019).

III. Las acciones afirmativas en la política 
y en las propuestas de reforma

Las acciones afirmativas o medidas positivas no son 
exclusivas de la política, pues se pueden impulsar desde 
distintos frentes. Para el caso que nos ocupa, han sido 
promovidas y establecidas principalmente por el Insti-
tuto Nacional Electoral (INE) y, a veces, en conjunto con 
el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF) como una obligación para los partidos políticos.

No es aquí el espacio para hacer un recorrido histórico 
del tema, pero hay literatura extensa al respecto (véase 
Bárcena, Barrera y Carrillo, 2025; y Pérez y Eguiarte, 
2019, por mencionar algunos). Basta con mencionar que 
el caso paradigmático ha sido el de las mujeres, quienes 
a partir de cuotas, reformas y organización social logra-
ron pasar de algunos espacios a la paridad completa en la 
representación popular (Freidenberg y Alva, 2017). Pero 
el camino no ha sido el mismo para otros grupos con 
subrepresentación. Si bien las personas indígenas, de la 
diversidad sexual, afromexicanas o con discapacidades 
pueden votar, las condiciones de desigualdad estructu-
ral son un obstáculo para que muchas de ellas puedan 
ejercer su voto en plena libertad, pues frecuentemente 
son blanco de estrategias clientelares; ni qué decir de los 
cargos populares, ya que las poblaciones más afectadas 
por la exclusión estructural e histórica, a pesar de com-
petir o de intentarlo, no han logrado con éxito sostenido 
y sustantivo el acceso al poder político.

En su momento, la primera propuesta de reforma elec-
toral enviada por Andrés Manuel López Obrador no con-
sideró acciones afirmativas. El punto central del Plan A 

de 2022 era hacer una nueva institución electoral tanto 
en el área administrativa como jurisdiccional, además de 
eliminar a los plurinominales, reducir el financiamiento 
público a los partidos, el costo de las elecciones y rehacer 
el diseño institucional electoral, entre otras cosas (Pre-
sidencia de la República, 2022a). Como sabemos, dicha 
reforma no pasó, porque no se alcanzó la mayoría califi-
cada (Yáñez, 2023).

El segundo intento fue la reforma electoral a las leyes 
secundarias, a partir de la cual López Obrador pretendió 
hacer cambios sustantivos al sistema electoral y de partidos 
(Martín y Marván, 2023). Al final del día el Plan B murió de 
forma jurídica en 2023, después de que la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación (SCJN) lo declaró inconstitucional 
(Martín y Salazar, 2024; Martín y Marván, 2025; Yáñez, 
2023). A pesar de que la vida del Plan B fue corta, sus impli-
caciones eran significativas y varias de ellas fueron analiza-
das (Martín y Marván, 2025; Martín y Marván, 2023). 

La versión original del Plan imponía a los partidos la obli-
gación en la Cámara de Diputados de postular ocho fór-
mulas para las personas con discapacidad permanente, 
cuatro por personas afromexicanas, cuatro por personas 
de la diversidad sexual y cuatro por jóvenes en candida-
turas a diputaciones federales, por el método de mayoría 
relativa (MR) o representación proporcional (RP); mien-
tras que las fórmulas de personas migrantes y residentes 
en el extranjero serían cinco por cada partido político, 
y para las comunidades indígenas debían postular can-
didaturas en al menos 21 distritos indígenas por MR; y 
por RP candidaturas correspondientes en proporción a la 
población indígena y el número de distritos electorales 
indígenas (Presidencia de la República, 2022b). Por su 
parte, para el Senado se establecían al menos cuatro fór-
mulas para las personas con discapacidad permanente, 
afromexicanas, jóvenes, de la diversidad sexual, migran-
tes y residentes en el extranjero, por ambos principios o 
en uno solo (Presidencia de la República, 2022b).

El dictamen del Senado tenía diferencias significativas 
respecto del original presentado por el Ejecutivo federal 
(Bárcena, Barrera y Carrillo, 2025; Yáñez, 2023; Cámara 
de Senadores, 2022). La segunda versión del Plan B 
determinó postular 25 candidaturas a diputaciones para 
los seis grupos en situación de vulnerabilidad en gene-
ral, por ambos principios y en cualquier distrito electoral; 
mientras que eliminó dichas medidas positivas para el 
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Senado (Bárcena, Barrera y Carrillo, 2025).2 Sin duda, 
una regresión con respecto a la primera propuesta y con 
lo que el INE había establecido para los procesos electo-
rales 2017-2018 y 2020-2021.

El tercer intento de reforma electoral llegó el 5 de febrero 
de 2024 en conjunto con otras reformas constitucionales. 
Aunque fue descartado, este nuevo intento recuperó par-
tes del Plan A e ideas del Plan B, lo que lo convirtió en 
un ariete igual de importante. A saber, los cambios que 
proponía eran, entre otras cosas, elegir por voto popular 
a las consejerías y magistraturas, eliminar la representa-
ción proporcional en el ámbito federal y local; “borrar del 
mapa constitucional a los institutos y tribunales electo-
rales locales; reducir significativamente el financiamiento 
público a los partidos políticos; disminuir las facultades 
de fiscalización, y debilitar el Servicio Profesional Electo-
ral Nacional” (Martín y Marván, 2025, p. 7).

Para el caso de las acciones afirmativas, la reforma dio 
un paso atrás al no incluirlas. Al contrario, los grupos en 
situación de vulnerabilidad y las mujeres podían haber 
sido afectados ante la eliminación de la representación 
proporcional en diputaciones y la reducción de senadu-
rías, la independencia de las autoridades electorales y 
disminución del financiamiento público (Presidencia de la 
República, 2024; Martín y Marván; 2024; Gilas, 2024). 
De acuerdo con Gilas (2024) y Carrillo y Varas (2024), 
otro cambio relevante estaba en el artículo 41 constitu-
cional porque proponía que las autoridades electorales no 
podrían modificar los nombramientos de las candidaturas 
que realizaran los partidos políticos, y sólo podrían orde-
nar la reposición de éstas por violaciones a su normativa 
interna o a derechos de la ciudadanía, lo cual iba en 
detrimento de las posibles acciones afirmativas que el 
INE pudiera considerar.

IV. Plan A: un avance a ciegas

La nueva reforma electoral, que para el cierre de este 
texto ya fue votada y no aprobada por la Cámara de 
Diputados, consideró elevar a rango constitucional las 
acciones afirmativas. De entrada, podría considerarse un 

paso favorable y significativo, pero véase la redacción del 
artículo 41, Fracción IV:

En la selección y postulación de candidaturas a cargos 
de elección popular, los partidos políticos y autoridades 
electorales garantizarán acciones afirmativas a favor de 
las personas, pueblos y comunidades indígenas y afro-
mexicanos así como de grupos históricamente subrepre-
sentados (Cámara de Diputados, 2026, p. 23).

La propuesta era aceptable a primera vista, lo cierto es 
que no aseguraba nada. Por otro lado, esta redacción 
propiciaba una disparidad entre partidos, ya que cada 
fuerza política ponderaría qué cantidad era suficiente. La 
historia nos ha dicho que para ellos, menos es mejor. 
En consecuencia, nada garantizaba que hubiera más y 
mejores acciones afirmativas.

Esta puerta también creaba una tensión entre las autori-
dades electorales y los partidos, porque mediante el prin-
cipio de autodeterminación estos últimos protegerían sus 
decisiones; es decir, si un partido consideraba que sólo 
cinco candidaturas serían suficientes para todo el Con-
greso, nada le obliga a poner más o menos. Ahora bien, 
por el lado de las autoridades, el límite de imposición 
e impulso de AA sería incierta y, muy probablemente, 
la (re)construcción de la representación política para los 
grupos en situación de vulnerabilidad sería una constante 
de estira y afloja por observar la calidad y la cantidad 
de las medidas en un intento por igualar, al menos, el 
camino que el INE y el TEPJF ya habían logrado.

Hay que considerar que la reforma no establecía que 
otros grupos históricamente están subrepresentados, por 
lo que su definición podría ser complicada. Además, no 
quedaba claro cómo operaría la paridad con las AA y 
los mexicanos residentes en el extranjero, que en esta 
reforma ya tenían un cambio en específico.

La apuesta podría ser reservar curules y escaños directa-
mente para este grupo, tanto en congresos locales como 
a nivel federal. En términos de Pitkin, falta fortalecer la 
representación formal, descriptiva y sustantiva de estos 
grupos, pues no hacerlo es negar su existencia. 

	 2	 Para una versión más detallada véase Bárcena, Barrera y Carrillo (2025) y Bárcena, Barrera y Carrillo (2023). 




